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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veinticinco de junio de dos mil nueve 

Acta número 0043 del 25 de junio de 2009
Siendo las tres y treinta minutos de la tarde de esta fecha, se declara abierta la vista pública dentro de la que ha de resolverse la consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral de este Circuito, el 27 de febrero del presente año, dentro del proceso que Blanca Ledis Orozco Vélez le promueve al Instituto de Seguros Sociales. 

El proyecto presentado por el ponente, discutido y aprobado por los demás miembros de la Sala, conforme consta en el acta arriba referenciada, reseña estos

ANTECEDENTES   

Manifiesta la demandante, a través de vocero judicial, que el Instituto de Seguros Sociales le reconoció pensión por vejez según Resolución N° 001469 de 2003; la pensionada es casada con el señor Orlando Bedoya Solano, quien depende económicamente de ella y no percibe pensión alguna; presentó reclamación administrativa ante el Instituto de Seguros Sociales, pero a la fecha de presentación de la demanda no había recibido respuesta. 
Por lo anterior, solicita que se condene al Instituto de Seguros Sociales al pago del 14% de incremento por tener a cargo a su esposo, desde la fecha de exigibilidad de la pensión, por catorce mensualidades al año, con sus correspondientes intereses moratorios, indexación y costas procesales.

La demanda fue admitida por decisión del 31 de julio de 2008, fl. 16, corriéndose traslado de la misma al accionado. 

En oportunidad y por conducto de mandatario judicial, la entidad descorrió el traslado del libelo, fls. 21-26; pronunciándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones y excepcionando Inexistencia de la obligación demandada, Inexistencia de norma que reconozca el derecho al pago del incremento pensional por personas a cargo y Prescripción. 
Citados los enfrentados a la audiencia de conciliación, fl. 28, fracasó por la falta de tal ánimo en la demandada; luego de superadas otras etapas, se constituyó el Juzgado en primera audiencia de trámite, con la orden de apertura del proceso a prueba, disponiendo practicar y tener por tales las que a las partes interesaron.  

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio, convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 27 de febrero de 2009, fl. 32, en la que se absolvió al Instituto de Seguros Sociales de las pretensiones incoadas, al encontrar la a quo que la pensión de la actora le fue reconocida bajo los parámetros de la Ley 100 de 1993, misma que no contiene el derecho a incrementos pensionales por personas a cargo.

En acatamiento de lo dispuesto por el artículo 69 del  Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, se surte el grado especial de jurisdicción por consulta a favor de la accionante. Enviados los autos a esta Sede y corrido el traslado de rigor a las partes se procede a resolver con apoyo en estas

CONSIDERACIONES

Fuera de cualquier debate ha quedado la condición de pensionada que ostenta la señora Blanca Ledis Orozco Vélez del Instituto de Seguros Sociales desde el 1° de junio de 2003, así lo acredita la Resolución 001469 de dicho año, expedida por la entidad accionada, fl. 9; tampoco existe duda respecto al vínculo matrimonial existente entre la pensionada y el señor Orlando Bedoya Solano, lo que se verifica con el documento de folio 12.
La controversia suscitada es un asunto de puro derecho porque mientras la parte accionante solicita la aplicación de los artículos 21 y 22  del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el decreto 758 del mismo año, por considerar que dicha preceptiva no fue derogada expresa ni tácitamente por la Ley 100 de 1993, la parte pasiva de la acción dice que la pensión que se reconoció a la demandante lo fue en virtud de la nueva legislación sobre seguridad social que no contempla tales beneficios a favor del pensionado que tiene a su cargo personas dependientes económicamente.

Pues bien, desde ya advierte la Sala que las consideraciones hechas en primera instancia se encuentran ajustadas a derecho y a la posición que frente a casos similares ha asumido la Corporación.

Aunque esta Sala Laboral viene sosteniendo que el artículo 21 del  Acuerdo 049 citado, conserva vigencia aún con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 100 de 1993, lo ha dicho exclusivamente en los concretos eventos en que las pensiones son reconocidas en virtud del régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y con el fin exclusivo de proteger los derechos adquiridos por las personas que al entrar en vigor la nueva ley de seguridad social cumplían las condiciones que para cada caso concreto preveían normatividades que con ella, perdieron vigencia. 

Pero similar trato, no es viable dar al caso de la demandante a quien se le reconoció la pensión con fundamento en la Ley 100 de 1993, pues al cumplir ésta los requisitos establecidos en el artículo 33 de la referida Ley 100, resultó beneficiada con el reconocimiento de la pensión por vejez a partir del 1° de junio de 003.

Lo anterior significa que la pensión se otorgó con fundamento en  la Ley 100 de 1993 y no por las gracias del régimen de transición, menos aún directamente por el Acuerdo 049 de 1990; por ello, en este caso concreto, no resulta válida la aplicación retroactiva de las normas anteriores, ni siquiera por virtud del principio de la condición más beneficiosa, por no existir duda en relación con la normativa que regula la materia, que es la contenida en el capítulo III del título II, artículos 38 a 45 de la mentada Ley 100 y que nada dispuso respecto de los incrementos por personas a cargo, que había previsto el Acuerdo 049 de 1990 y que, por tanto, deben entenderse derogados para las pensiones reconocidas bajo los parámetros de la nueva legislación, al tenor de lo dispuesto en el artículo 289 de aquella norma.

Como se observa, el problema a resolver en esta oportunidad es un asunto de aplicación de la ley en el tiempo y no simplemente un tema de favorabilidad de la ley o de la aplicación de la condición más beneficiosa; en el caso de marras no se puede hablar de una situación consolidada bajo el mandato o imperio del Decreto 758 de 1990 que no pudiera menguar o desconocer la Ley 100 de 1993, porque precisamente acudiendo a esos principios fue que se reconoció la precitada pensión, como así se tiene claramente demostrado en el proceso.

Así que, como se dijo al inicio, estuvo acertada la decisión de la juez de primera instancia y por ello es procedente la confirmación íntegra de la sentencia apelada.

Por lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación se ha conocido. 

Sin costas por la actuación en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Con permiso
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
